
La Sentencia Civil como Medio de Prueba * 
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batorio: a )  Carücter relativo de los juicios de hecho contenidos en 
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como presunción.-11. Razones contrarias derivadas del artículo 
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1. 2 Puede la sentencia civil servir como prueba documental de los 
heclzos que se hallan afirmados en las premisas de su motivación? 

Conviene, ante todo, plantear este problema en sus términos preci- 
sos (que, como se verá, son muy limitados), ya que de eficacia proóa- 
toria de la sentencia se ha hablado en otra ocasión, a propósito de la 
teoría de los limites subjetivos de la cosa juzgada, en un significado 
--- 

* Traducido de la Rivista di Diritto Processuale Civile, vol. XV, primera 
parte, 1938, pp. 108 y as., por M. ROMERO SANCREZ y J. LOFEZ DE LA 
CERDA. 
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mucho menos especifico de aquel sobre el cual quiero mantener limitada 
esta investigación (v. adelante número 5 ) .  

Cuando se habla aquí de sentencia como "medio de prueba", se 
entiende usar la palabra prueba en el sentido técnicamente propio y res- 
tringido en que se usa tradicionalmente en el proceso de conocimiento; 
es decir, como prueba de los hechos. El problema aquí planteado surge, 
pues, en cuanto nos encontramos frente a una sentencia motivada, en 
b que además de la parte resolutiva, deben indicarse "los motivos de 
k c h o  y de derecho" (artículo 360, frac. VI del Código de Procedi- 
miento Civil) y exponerse por separado las "cuestwnes de hecho de las 
cuestiones de derecho" (artículo 265 del Reglamento General Judicial). 
La obligación de la motivación, como es sabido, impone al juez recapi- 
tular en su sentencia -antes de formular en la parte resolutiva el man- 
dato en que se concentra la fuerza vital de la decisión-, el iter lógico 
que ha debido seguir para llegar a la conclusión ; y cuando en las etapas 
mtermedias de este camino lógico debe resolver cuestiones de hecho, los 
juicios que enuncia en relación con las mismas tienen el valor de juicios 
históricos sobre cZrcuttstanciaF concretas, que de este modo quedan do- 
cumentados en la sentencia. 

Se trata ahora de ver si estos juicios históricos sobre hechos con- 
cretos (cuya enunciación es querida por la ley con el único fin mera- 
mente instrumental de justificar la resolución a que sirven de premisas) 
pueden ser separados del razonamiento en que se hallan insertos, y 
utilizados en si mismos, únicamente por su valor de juicios históricos, 
en un proceso distinto (entre las mismas partes, o también, eventual- 
mente, entre partes diversas), en que se vuelva a discutir sobre la ver- 
dad de los mismos hechos a que tales juicios se refieren. 

Como es fácil comprender, este problema no podría presentarse en 
un sistema judicial en que las sentencias no fuesen motivadas; si los 
motivos de hecho y de derecho que han guiado al juez hasta la parte 
resolutiva, estuviesen destinados a permanecer en el secreto de su con- 
ciencia, sin aflorar públicamente en su resolución, la posibilidad de 
utilizar fuera del proceso las conclusiones intermedias, que constituyen 
otros tantos puntos firmes de su razonamiento, ni siquiera se discutiría. 
Pero la obligación de la motivación, al exigir que la resolución vaya 
acompañada oficialmente de sus premisas lógicas, aumenta con la pu- 
blicidad el prestigio de éstas, y al reflejar sobre ellas algo de la autori- 
dad oficial que sólo debería ser propia de la parte resolutiva, corre el 
riesgo de hacerlas aparecer como otras tantas expresiones de una ver- 
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dad de Estado, sobre las cuales no se podría volver a discutir ni aun 
en otros procesos, sin faltar al respeto al juez que las ha formulado. 

2. Esta eventual eficacia probatoria de los juicios de hecho enun- 
ciados en la motivación de una sentencia, nada tiene que ver con el 
carácter de prueba de la resolución jurisdiccional que la sentencia puede 
tener cuando se considere, no como acto, sino como documento. La 
doctrina ha puesto de relieve con exactitud, que la palabra sentencia 
puede significar dos cosas completamente distintas : puede significar el 
acto del juez, la declaración autoritaria en que se desarrolla su función, 
en suma, la resolución jurisdiccional que es concebible independiente- 
mente de su redacción por escrito; y puede significar la escritura, el 
documento en que consta la resolución, o como eficazmente se dice, en 
que está representada. La sentencia entendida en esta segunda acepción, 
como representación escrita de una resolución del juez, puede conside- 
rarse, pues, como una prueba documental de tal resolución. Pero este 
aspecto probatorio de la sentencia, sobre el que particularmente ha in- 
sistido CARNELUTTI para sostener su conocida concepción del título eje- 
cutivo (que ha estudiado en su Sktema,f precisamente en el Capitulo 
"De las $ra~ebasJJ),  no es el que aquí nos interesa; la sentencia, como 
documento, prueba la existencia de la resolución jurisdiccional y, por 
tanto, de las distintas partes que la componen, entre las cuales está tam- 
bién la motivación con la serie de juicios de hecho y de derecho que la 
misma contiene; sino que se trata de ver si estos juicios de hecho, cuya 
formulación está documentada en la sentencia entendida como escritura, 
tienen, a su vez, una eficacia probatoria (en el sentido de atendibilidad) 
fuera del proceso en que ha sido pronunciada la sentencia que, como 
resolución, los contiene, y, como documento, los representa. 

Entendida como prueba documental de la resolución del juez, la 
sentencia puede ser considerada bajo los aspectos probatorios que son 
propios del documento público; y cuando el original se pierda o des- 
truya, el problema de su reposición (reposición del documento destinado 
a probar la resolución, permanece en vigor no obstante la destrucción 
de la escritura que lo representaba), se deberá afrontar con criterios 
análogos a los que la ley establece para la reposición de los instrumentos 
 público^.^ 

1 Sistema, 1, núms. 279 y se., especialmente núms. 326 y se. 
2 Cfr. LESBONA, Prove, IV, nórn. 150, p. 197; cfr. artíenloe 162 y 163 

&el C6aigo de Procedimiento Penal. 
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3. Bajo el aspecto de documento representativo de la resolución, la 
sentencia prueba su existencia ; pero no modifica ni aumenta au eficacia ; 
la resolución es el hecho (en sentido lato) del que la sentencia es la 
prueba; pero cuáles sean los efectos jurídicos de este hecho, es una 
cuestión que nada tiene que ver con la eficacia probatoria de la sentencia 
considerada como documento. 

Esta observación debe tenerse presente cuando se afirma que en el 
procedimiento monitorio 'la "prueba escrita" de que debe estar provisto 
el acreedor (artículo 1Q del Real Decreto de 7 de agosto de 1936, núm. 
1531), puede excepcionalmente consistir en una sentencia de mera cer- 
teza del crédito, que no constituye en si misma título ejecutivo? Aquí 
la expresión "prueba escrita" se usa para la sentencia en sentido diverso 
de aquel en que en este mismo procedimiento, se usa tal expresión para 
los otros documentos probatorios; en tanto que para éstos la "prueba 
escrita" que es condición de tal procedimiento, tiene por objeto los he- 
chos constitutivos del crédito, la sentencia de mera certeza, que excep- 
cionalmente se haga valer como prueba escrita, es considerada en mate- 
ria monitoria, no por la eficacia probafolza de los juicios de hecho con- 
tenidos en las premisas, sino por la eficacia decism'a que tiene su conclu- 
sión, que contiene una declaración de la relación jurídica, que vale en 
si, como cosa juzgada, sin necesidad de rewontarse a sus premisas his- 
tóricas. Cuando el juicio monitorio se instaura con base en una escritura 
privada, prueba escrita del crédito quiere decir, representación escrita 
de los hechos constitutivos del crédito; cuando excepcionalmente se ini- 
cia con base en una sentencia de mera certeza, prueba escrita del crédito 
quiere decir, representación escrita de Ea resolución jurisdiccional que 
declara el crédito. 

Quien tenga presente esta diferencia, comprenderá cómo a mi modo 
de ver, una sentencia extranjera que carece de exequátur no puede ha- 
cerse valer en Italia ni aún para los efeqtos del procedimiento monitorio 
como "prueba escrita", en el sentido ya indicado, del crédito declarado 
en la misma.' En realidad, el valor meramente representativo de la sen- 
tencia como documento, no puede dar a la declaración extranjera mayor 

3 Cfr. mi volumen ii ptacedimienM monitorio neiia legfsladone itaiiana, 
p. 80; y actualmente, PERETTI QRIVA, ii proc. per ingianaione (Turín, 
1928), p. 55. 

4 En este sentido Ap. Mil& 15 de mayo de 1929, con nota de LIPABI, 
en Riv. dir. prov. dv., ,1929, 11, p. 1 I ;  MOBELLI, iWdm p l94i W C O ,  en 
Riv. dir. int., 1930, p. 244; cfr., actualmente, PAEETTI CIBIVA, o). &., p: 85. 
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eficacia jurídica que la que en sí misma tenga; y si se afirma que la 
resolución representada en la escritura no tiene en Italia ningún valor 
jurídico antes del exequátur, toda la eficacia probatoria de la sentencia 
se reducirá, en Italia, a documentar la existencia de una resolución que 
no tiene para nosotros, antes del exeqacátur ninguna relevancia jurídica; 
es decir, se reducirá a documentar, en substancia, i la existencia de la 
nada jurídica ! 

Distinta sería la cuestión si ante los jueces italianos (en el proceso 
ordinario o en el monitorio) la sentencia extranjera se invocara no 
como prueba escrita de la declaración (contenida en su conclusión), 
sino como prueba escrita de los hechos referidos y valorados en sus pre- 
misas; pero en tal caso, el problema de la eficacia probatoria de las 
premisas de hecho enunciadas en la sentencia extranjera, encajaría en el 
problema más vasto que puede plantearse, en general, también para las 
sentencias italianas (cfr. adelante número 7 y SS.). 

4. Siempre desde el punto de vista de documento representativo de 
actividad realizada en el proceso. la sentencia puede considerarse, ade- 
más de como prueba de la resolución con que el proceso concluye, como 
prueba de los hechos particulares pertenecientes al proceso en que tal 
resolución se ha pronunciado; la sentencia no solamente documenta 
la resolución del juez, sino que narra, es decir, representa los actos y los 
hechos procesales desarrollados ante el mismo juez, para preparar la re- 
solución; se trata de "hechos realizados en la presencia" del juez en el 
mismo sentido o con la misma eficacia probatoria de que habla el ar- 
tículo 1317 del Código Civil, de los actos realizados en presencia del 
notario, de los que el instrumento piiblico hace fe plena. 

Pero el problema que nos planteamos aquí tiene un objeto com- 
pletamente distinto: no se refiere a la eficacia probatoria que la sen- 
tencia puede tener como representación documental de los hechos pro- 
cesales, a través de los cuales se ha desarrollado, con la presencia o 
con la participación activa del juez, el procedimiento de que el propio 
juez era sujeto operante, sino se refiere a la atendibilidad y transfe- 
ribilidad a otros procesos, de los juicios de verdad pronunciados por 
el juez sobre los hechos de la relación substancial controvertida, que 
se han desarrollado antes y fuera del proceso y que en éste constituían 

5 MORELLI, trabajo citado, núm. 3; BOSCO, trabajo citado, núm. 4; 
MORTARA, Comm., V. núm. 30. 
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para el juzgador el t h e m  probadum de su actividad hhtoriográfica. 
La sentencia puede considerarse también como prueba documental de 
estos juicios históricos concernientes a hechos particulares de la rela- 
ción controvertida, en cuanto los representa y con esto, atesta que es 
verdad que los mismos han sido enunciados en tal forma en la fase 
decisoria del proceso (bajo este punto de vista también estos juicios 
pueden considerarse como otros tantos actos procesales) ; pero aquí 
no se trata de considerar la sentencia como representación escrita de 
estos juicios (es decir, del hecho de que estos juicios hayan sido enun- 
ciados en aquella forma), sino se trata de ver cómo el contenido de 
estos juicios, de cuya enunciación es documento la sentencia, pueda 
apreciarse con fines probatorios en otros procesos en que se discuta la 
verdad histórica de los mismos hechos que ya han sido objeto de valora- 
ción probatoria por parte del primer juez. 

5. En sentido menos propio y menos preciso, se ha hablado de efi- 
cacia probatoria de la sentencia, para indicar los efectos que común- 
mente se denominan efectos indirectos o reflejos de la cosa ju~gada.~ 
Como ejemplo típico de tal impropiedad terminológica puede citarse 
una sentencia del Tribunal de Apelación de Venecia de 9 de mayo de 
1922, comentada por CARNELUTTI y que se refería al caso siguiente: 
A había vendido un inmueble a B, que a su vez lo había vendido 
a C; después de efectuada la segunda venta, A habia obtenido contra 
B la anulación judicial de la primera, y valiéndose de esta sentencia, 
reinvindicaba el inmueble contra C, causahabiente de B; pero C, de- 
mandado en el juicio de reivindicación, se excepciona diciendo que 
como tercero no era afectado por lo juzgado respecto de A y B sobre 
la nulidad del primer contrato. El Tribunal veneciano observó que la 
sentencia dictada respecto de A y B se hacía valer en el juicio de rei- 
vindicación intentado por A contra C, Únicamente como "medio de 
prueba": "La sentencia. . . no constituye aquí un titulo de adquisición 
de la propiedad reivindicada, sino que es presentada como MEDIO DE 

PRUEBA del derecho de propiedad, sin que surja como obstáculo jurí- 
dico la cosa juzgada, cuyos efectos se limitan a las partes que inter- 
vinieron en el juicio anterior. El actor se vale, con razón, de la sen- 
tencia para justificar el concurso del requisito indispensable para in- 

6 Cfr. CARNELUTTI, 1, núm. 102. 
7 En Efv. dir. -, 19B, Ii, pp. 473 y w. 
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tentar la acción reivindicatoria, porque si el título tiene eficacia limitada 
entre las partes respecto de su autoridad de cosa juzgada, tiene eficacia 
erga onmes por cuanto se refiere A SU VALOR DE PRUEBA." 

También en la doctrina esta tendencia a distinguir la eficacia pro- - 

batoria de la eficacia decisoria de la sentencia, y a buscar en el campo 
de la prueba la justificación teórica de ciertos efectos expansivos de la 
cosa juzgada, que parecerían sobrepasar las tradicionales y rigurosas ba- 
rreras de la cosa juzgada, es frecuente, y puede hacerse remontar al 
derecho común; basta recordar que según algunos autores el "per- 
juicio" que legitima la oposición de tercero no sería más que un aspecto 
de la eficacia probatoria que la sentencia produciría también contra 
los terceros, y que haría surgir aún frente a ellos una praesumpio iwris 
tantz.m con la consiguiente inversión de la carga de la prueba a cargo 
del oponente. Pero también aquí, quien quiera permanecer en el cam- 
po de los agitados debates relativos a la eficacia de la cosa juzgada 
frente a terceros, no tarda en advertir que cuando en estos debates 
se trata de introducir distinciones basadas en conceptos relativos a la 
teoría de la prueba, estos conceptos se usan en un significado aproxi- 
mado, cuando no francamente metafórico, que sirve más para confundir 
las ideas que para aclararlas. En realidad, cuando se discute qué re- 
percusión jurídica puede tener la decisión de una relación controvertida 
sobre otras relaciones que no han sido objeto directo de la decisión, 
pero que están conectadas con lo decidido, por razones de derecho subs- 
tancial, no se pone con ello en duda la eficacia estrictamente probatoria 
(representativa) de la sentencia considerada como documento, sino se 
discute únicamente sobre los límites de la eficacia decisoria de la 
resolución representada. Ver en este caso una cuestión de prueba, 
significa caer en la misma impropiedad de quien calificase cuestión 
de prueba la relativa a los efectos substanciales que un contrato puede 
tener frente a terceros no contratantes, y normalmente documentado en 
una escritura de la que nadie ponga en dtida la perfecta eficacia docu- 
mental. Y además, si por regla general la prueba tiene por objeto los 
hechos y no las relaciones jurídicas, hablar en este caso de prueba 

8 Cfr. precedentes en MENDELSSOHN-BARTHOLDY, Grensen der 
Eechtskaft (1900), Q 15, pp. 38 a 41. 

9 Cfr. LIPARI, Caratteri e presnpposti deii'opposizione di teno, en Biv. 
dir. proc. ch., 1926, 1, pp. 21 y SS. (especialmente pp. 53 a 57); en contra, 
ALLORIO, La cosa gindicata rispetto ai terd, núm. 190. 
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sería inexacto también, por este otro concepto; lo puesto que esta efi- 
cacia llamada probatoria, que tendría la sentencia en perjuicio de ter- 
ceros, sería inherente a la declaración del derecho contemida en la 
conclusión del silogismo judicial, y no a los juicios de hecho conteni- 
dos en las premisas, que es lo único de que nos ocupamos aquí. 

6. Volvamos pues, escombrado así el campo de las peligrosas 
ambigüedades verbales, a nuestro problema concreto, el que, como 
se verá, probablemente se resolvería desde luego en sentido negativo, 
si la solución sólo debiera buscarse en la doctrina; por el contrario, 
la jurisprudencia judicial asume frente a él una postura particularmente 
amplia, que puede dar a estas notas un interés práctico, sosteniendo 
en torno a la cuestión un desacuerdo que, en el campo puramente doc- 
trinal, no seria posible. 

En efecto, con mucha frecuencia se observa que vuelve a florecer 
en la jurisprudencia la afirmación de que el juez puede libremente ser- 
virse, entre los distintos elementos probatorios idóneos para formar su 
convicción sobre los hechos controvertidos, aun de los juicios sobre los 
mismos hechos, contenidos en una sentencia anteriormente dictada en 
un proceso diverso; l1 y tal afirmación -contenida en sentencias que 
por ser especiales se encuentran resumidas en las recopilaciones con 
la sola máxima-, se hace escuetamente, sin justificación'de motivos, 
como si se tratase de un principio elemental sobre el que ni siquiera 
puede pensarse en discutir. Sería muy interesante poder analizar los 

10 Cfr. ALLORIO, op. cit., p. 313, nota 17. 
11 Casación, 39 &cci6n, 30 de noviembre de 1936, n6m. 3U1: <'Aun ope- 

rando la cosa juzgada solamente entre quienes fueron partes en el juicio, 
prohibibndoles volver a poner a discusión en cualquier forma el objeto de la 
controversia decidida, esto no impide, sin embargo, que el magistrado pueda 
tomar de una sentencia irrevocable dictada, entre otras partes --como de 
cualquiera prueba documental-, materia de convicción para decidir una con- 
troversia distinta entre otras partes." (Mass. Foro It., 1936, coL 658.) En el 
mismo sentido: 26 de enero de 1935, Sección 29, núm. 315 (en Mass. Foro It., 
1935, col. 69); 12  de junio de 1933, Sección 2s, núm. 2171 (m. Foro It., 1933, 
col. 435). Es dificil entender el alcance exacto del principio admitido por l a  
39 Secci6n, de 9 de diciembre de 1933, al menos como est6 encabezado en Sett. 
CM#. de 1934, 67: '&No pueden ser utilizados por el jnes para fundar su con- 
vicción, hechos comprobados en otro juicio, entre otras personse, aunque ten- 
gan por objeto la misma cuestión. 8in embargo, puede una rentencia dictada 
entre otras partes, servir como elemento de convicción para el juez del oono- 
cimiento?' (0 
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distintos casos judiciales que han dado ocasión a la reafirmación de 
esta máxima, en cuya enunciación genérica puede ser que se encuentren 
enlazados y confundidos distintos principios que sólo podrían ser indi- 
vidualizados a través de una paciente investigación hecha caso por caso. 
Pero, puesto que las sentencias en que tal máxima se reafirma, están 
en gran parte inéditas en la motivación, me limitaré a recordar úni- 
camente dos casos tomados de mi experiencia profesional, que bastarán 
para hacer comprender en qué vastos límites la práctica judicial está 
dispuesta a reconocer a los juicios de hecho contenidos en la motiva- 
ción de las sentencias, una eficacia probatoria que va mucho más allá 
de los límites objetivos y subjetivos de la cosa juzgada. 

El caso en que he podido seguir personalmente todas las vicisi- 
tudes judiciales, era el siguiente: a consecuencia de un accidente de 
trabajo ocurrido en una cantera administrada por A, que había ase- 
gurado a sus operarios regularmente en la Caja Nacional de Accidentes, 
la viuda de un operario que fué víctima del accidente, demanda a la 
Institución para obtener la debida indemnización; pero ésta se excep- 
ciona oponiendo la nulidad del seguro, debido a que A no había sido 
el verdadero empresario, sino únicamente un prestanombre del verda- 
dero empresario, indicado alternativamente por B o C. La  Corte de 
Apelación (después de que el Tribunal había rechazado la excepción y 
condenado a la Institución) de oficio llama a juicio a B y a C, y, valo- 
rando las distintas circunstancias ya existentes en los autos concluye 
sin más, que el verdadero empresario de la cantera debía, de hecho, 
considerarse que era B (no A ni C), y en consecuencia, declara a B 
único responsable frente a los derecho-habientes por falta de seguro 
(artículo 31 del Texto Unico de 31 de enero de 1904, núm. 51), yero 
extinguida por prescripción la acción relativa (artículo 17 del mismo 
Texto Unico). La sentencia de la Corte pasa en autoridad de cosa 
juzgada; y la viuda que había visto rechazada por prescripción su 
demanda contra B basada en el artículo 31 antes citado, intenta contra 
él un nuevo juicio 6jercitando la acción de resarcimiento de daños 
fundada en el artículo 1151 del Código Civil, bajo el aspecto del dolo. 
E n  este nuevo juicio B (que en el juicio anterior no había podido de- 
fenderse en forma adecuada, por haber sido llamado a juicio por pri- 
mera vez en apelación), trata de demostrar con pruebas orales que el 
verdadero empresario de la cantera no era él, sino A o C; estas prue- 
bas son declaradas inadmisibles tanto en primera como en segunda 
instancia, pero mientras en la sentencia del Tribunal el rechazo de las 
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pruebas es motivado por considerar que sobre la cuestión prejudiciai 
de la individualización del verdadero empresario de la cantera, había 
intervenido en el juicio anterior una declaración incidental que tenía 
eficacia de cosa juzgada, la Corte l2 declara que los juicios de hecho 
contenidos en la anterior sentencia de apelación sobre las distintas cir- 
cunstancias relativas a la explotación de la cantera, se debían considerar, 
sin necesidad de recurrir a la figura de la declaración incidental, "ver- 
daderos y propios puntos controvertidos, decididos y trawritos en la 
parte resolutiva de la sentencia, que tienen autoridad de cosa juzga- 
da.  . . De la irrevocabilidad de tal decisión emana una verdad de hecho 
y de derecho que se aduce en este juicio como fundamento de la 
acción". 

Así pues, de esta decisión parece poder desprenderse, este prin- 
cipio: que cuando en las consideraciones de una sentencia se encuen- 
tran enunciados juicios de hecho, relativos a las circunstancias concre- 
tas del proceso, estos juicios históricos deben, en virtud de la cosa 
juzgada, valer como "verdad de hecho y de derecho" en un nuevo 
proceso que se inicie entre las mismas partes sobre una causa distinta, 
en la que las mismas circunstancias sean relevantes de distintos fines 
jurídicos. 

Pero la secuela judicial cuyo desarrolla he resumido anterior- 
mente, tiene una continuación que muestra una posterior ampliación 
de este principio. En efecto, posteriormente otro operario que habia 
sido herido en el mismo accidente, intenta contra B (considerado como 
verdadero empresario de la cantera y como responsable por la falta 
de seguro) la acción de resarcimiento, y el Tribunal se niega a ad- 
mitir las pruebas propuestas por B para demostrar ser extraño a la 
explotación de la cantera, afirmando que los juicios de hechos con- 
tenidos en las sentencias anteriores (las pronunciadas, como se ha 
visto, sobre la demanda de la viuda del operario muerto) debían con- 
siderarse como prueba plena también en el proceso seguido entre par- 
tes diversas, porque "aunque por faltar en la especie uno de los 
extremos requeridos por el artículo 1351, -la identidad de las per- 
sonas.. .- no pueda hablarse en estricto sentido jurídico de cosa 
juzgada, es indudable que a la sentencia de la Corte no puede negarse 

12 Tribunal de Apelación de Florencia, 1) Becci61.1, 21 de abril-25 de mdyo 
de 1937, en el proceso Roticiani VE. Buti c. Lombardi (inbdita). 
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en este juicio el valor de prueba docmzental de los datos de  Izccho que 
de  la misma resultan. l3 

7. En verdad, no puede decirse que en esta sentencia la afirmación 
del principio vaya acompañada de una motivación persuasiva; se com- 
prende, que el principio afirmado pareció tan elemental que hizo con- 
siderar innecesaria cualquiera motivación. 

Pero discutiendo con magistrados la cuestión en forma puramente 
teórica, he tratado en varias ocasiones, de darme cuenta de las razo- 
nes por las cuales la práctica judicial está dispuesta a admitir con 
tanta amplitud esta extensión probatoria de los juicios de hecho enun- 
ciados en la motivación de las sentencias; y he advertido que para 
muchos jueces, más que de un convencin~iento meditado, basado en 
argumentos de derecho positivo, se trata de un artículo de fe, en el 
que parece estar en juego la seriedad y el decoro de su misma función. 

El argumento fundamental con el cual se me ha objetado, es el 
siguiente: aunque los juicios de hecho contenidos en la motivación de 
una sentencia no pasan en autoridad de cosa juzgada en sentido ju- 
rídico, no pueden sin embargo, considerarse como proposiciones pri- 
yadas de toda autoridad moral. Los juicios de hecho contenidos en 
una sentencia, siguen siendo siempre juicios pronunciados por un vna- 
gistrado, es decir, provenientes de un órgano del Estado, típicamente 
calificado, por su preparación y por su oficio, para juzgar con consi- 
deración e imparcialidad. Los juicios del magistrado pues, aunque 
tengan por objeto simples circunstancias de hecho no destinadas a 
pasar en autoridad de cosa juzgada en sentido jurídico, son siempre, 
moralmente, los más atendibles entre todos los posibles juicios huma- 
nos, ya que provienen de quien hace del juzgar, su específica misión 
profesional. Ahora bien, si en todo proceso se usan como fuentes de 
convicción declaraciones provenientes de personas moral y técnica- 
mente menos calificadas que el juez (piénsese en que la suerte de un 
proceso puede jugarse en la respuesta vaga o aproximada de un testigo 
que puede ser un analfabeta, un deshonesto o un distraído incorregi- 
ble), ¿cómo es posible considerar privada de toda atendibilidad proba- 
toria, la serena y meditada valoración de los hechos de la causa que 
el juez ha insertado en su sentencia, después de una profunda instruc- 
ción y de un largo recogimiento de su conciencia? 

13 Tribunal de Florencia, 2% de julio-10 de septiembre de 193'7, Lampo- 
resi vs. Lombardi y 1. 1. c. c. (inédita). 
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En el fondo de esta pregunta hay, pues, un móvil de carácter más 
bien sentimental que racional ; la idea de que las declaraciones de he- 
cho realizadas por un juez en un proceso, puedan valer, fuera de este 
proceso, menos que la deposición de un testigo, o menos que cualquier 
elemento indiciario, es una idea que no encuentra crédito entre los 
magistrados, ante todo y sobre todo, porque parece ofensiva para su 
amor propio profesional. 

8. Pero hecho a un lado el matiz de orden sentimental, lo cierto 
es que en el razonamiento antes referido hay un núcleo que aun desde 
el punto de vista estrictamente racional, tiene su valor; en substancia 
es la referencia al principio de la libre valoración de las pruebas, se- 
gún el cual, a falta de prohibición expresa de la ley, no podrá impe- 
dirse al juez tomar en consideración - e n t r e  los distintos elementos 
probatorios que puede tener en cuenta para resolver las cuestiones del 
proceso-, los juicios sobre los mismos hechos que encuentre enun- 
ciados en otra sentencia, y valorar de este modo, para llegar a formar 
la convicción propia, aun la opinión expresada al respecto por un juez 
distinto en un proceso diverso. 

El planteamiento del problema en el terreno de la libre valoracibn 
de las pruebas sirve, sin embargo, para hacer comprender cómo en la 
misma opinión de quienes están de acuerdo en reconocer a la motivación 
de las sentencias una cierta eficacia probatoria, que excede los limites 
del proceso, tal eficacia probatoria no encuentra su justificación en el 
campo de la cosa juzgada. Ciertamente, si el problema debiese resol- 
verse según las reglas de los límites subjetivos y objetivos de la cosa 
juzgada, sería indudable que fuera del proceso en que la sentencia h a  
sido dictada, los juicios particulares de hecho enunciados en la motiva- 
ción no pueden tener, en un proceso distinto (ni entre las mismas 
partes, ni a fortiori entre partes diversas), autoridad alguna. ". . . El 
juez no está obligado a tener por ciertos los hechos considerados como 
base de lo juzgado anteriormente, ni la calificación jurídica reconocida 
a los mismos. . . Objeto de lo juzgado es la conclusión último del 
razonamiento del juez y no sus premisas: el Último e inmediato resul- 
tado de la decisión y no la serie de hechos, de relaciones o de situa- 
ciones jurídicas que en la, mente del juez constituyen los presu- 
puestos de aquellos resultados." l4 

14 CHIOVENDA, Istitrigioni, vol. 1, n6m. 129. 
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Podemos, pues, desde luego, dar como resuelto este punto: seria 
verdaderamente un error el considerar los juicios históricos contenidos 
en las premisas de una sentencia como expresiones de la verdad legal 
que tienen su raíz en los principios mismos de la cosa juzgada. Aun 
cuando se admita que estos juicios históricos, contenidos en la mo- 
tivación de una sentencia, puedan conservar alguna eficacia probatoria 
fuera de los límites del proceso en que han sido enunciados, tal efi- 
caria nada tiene p e  ver c o t  la autoridad de la cosa juzgada,'que 
no abarca la motivación, sino únicamente la conclusión última del silo- 
gismo judicial. 

9. Pero aun permaneciendo en el campo de la prueba, sin entrar 
en el de la cosa juzgada, parece que la posibilidad de utilizar en un 
proceso diverso los juicios de hecho enunciados en la motivación de una 
sentencia, está en contraposición con una serie de consideraciones que 
resumo rápidamente : 

a)  En un proceso como el nuestro, fundamentalmente basado en el 
principio dispositivo, el valor probatorio de los juicios de hecho que 
formula el juez como premisas necesarias para llegar a la conclusión, 
tiene un carácter conscientemente relativo y contingente, en cuanto, 
dada la reconocida imperfección de los instrumentos de investigación 
de que se sirve el juez para elaborar tales premisas, las mismas no 
aspiran a tener crédito fuera del proceso en que se ha realizado la 
investigación. Cuando se piensa que en el proceso de tipo dispositivo, 
el juez, que debe decidir s e c u n d z w  alligata, debe ignorar aquella por- 
ción de la realidad que las partes no hayan hecha pasar por el diafrag- 
ma de su limitado campo visual, mientras, por otra parte, debe consi- 
derar ciegamente como realidad los hechos que ambas partes estén 
acordes en declarar verdaderos ; cuando se piensa que, aun para la com- 
probación de los hechos controvertidos y para la elección de los instru- 
mentos probatorios más idóneos a tal fin, la actividad del juez está en 
gran parte condicionada a la iniciativa de las partes, se comprende sin 
esfuerzo que la verdad de los hechos del proceso, fijada por el juez en 
sus premisas, tiene una función meramente instrumental, en cuanto 
que antes que ser fin en sí misma, está destinada a durar hasta que sea 
alcanzado el fin práctico de lo juzgado, y a perder toda autoridad, aun 
simplemente probatoria o histórica en el momento mismo en que se 
logre que la incontrovertibilidad oficial del derecho, que es el efecto 
típico de lo juzgado, convierta, para lo sucesivo, en prácticamente supe- 
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rada y superflua toda investigación ulterior sobre la realidad del hecho 
que el derecho presupone. Los juicios de hecho que el juez, formula en 
el curso de su razonamiento son como puentes provisionales, construi- 
dos por él y para él con los materiales que se encuentran en el lugar; 
una vez efectuado el paso y alcanzada la meta última que es la senten- 
cia, los puentes provisionales pueden desplomarse sin daño, porque no 
habrá nadie que sienta la necesidad de recorrer el mismo camino. Por 
esto me parece que puede reconocerse -sin ofender al constructor 
que los ha trazado valientemente-, que nada hay de malo si se descu- 
bre que estos puentes, después de haber resistido cuanto era necesario 
pasar, estaban construidos de cartón; es decir, me parece que puede, 
sin ofensa para el juez, negarse a sus juicios de hecho todo valor pro- 
batorio fuera del proceso en que se han formulado, porque aun si los 
mismos hechos volvieran a discutirse en ocasión de un proceso distinto, 
en todo proceso el juez deberá reconstruir en su laboratorio nuevos 
instrumentos de investigación, y reiniciar sobre los mismos hechos un 
nuevo trabajo de investigación que podrá llevarlo a sostener, para 
aquellos mismos hechos, una verdad distinta. Tampoco puede ser esto 
motivo de escándalo, ya que este es el alcance conocido y bajo tantos 
aspectos benéfico del principio dispositivo. Dado que en todo proceso, 
las partes tienen el poder de presentar al juez sólo algunos de los 
aspectos de la realidad, el valor histórico de los juicios de hecho enun- 
ciados por el juez, está en función de tal presentación; el juez en el 
proceso de tipo dispositivo, no aspira a establecer la verdad con ma- 
yúscula, destinada a valer eternamente, más allá de las contingencias, 
sino más modestamente se contenta con llamar verdad a la suma lógica 
de las alegaciones y pruebas que el proceso le ofrece, sin excluir que 
mañana, si sobre los mismos hechos las alegaciones y las pruebas uti- 
lizables fuesen diversas, la verdad podría parecerle completamente dis- 
tinta, como sucede en la parodia francesa de un titulo pirandelliano 
que parece hecho a propósito para servir de lema al proceso dispositivo : 
"chacun su vérité". 

10. b) Adivino fácilmente la objeción: esta relatividad de los 
juicios históricos del juez podría ser, se dice, un argumento insuperable 
contra su transferibilidad a otros procesos, sólo cuando se pretendiese 
darles el valor de prueba legd fuera del proceso en que se han origina- 
do ; pero cuando por el contrario, se reconoce que en los otros procesos 
su valor probatorio está condicionado a la libre valoración del nuevo 
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juez, esto bastará para atemperar el carácter contingente de tales jui- 
cios de hecho y para eliminar el peligro de que sean ciegamente creídos, 
sin ponerlos en armonía con las situaciones procesales distintas creadas 
en este nuevo proceso por el renovado juego del principio dispositivo. 

Por otra parte, es sabido que cada vez se va afirmando más en la 
práctica y en la doctrina, el principio de la utilizabilidad de las pruebas 
fuera del proceso en que han sido rendidas; esto vale no sólo para las 
pruebas rendidas en un proceso penal, sobre las cuales se admite co- 
múnmente que pueda fomarse el convencimiento del juez civil. sino 
además, para las rendidas en un proceso civil, que se sostiene conser- 
van su valor, con tal que sea entre las mismas partes, aun cuando el 
proceso en que se han reunido se haya extinguido por caducidad, o se 
haya anulado por incompetencia del primer juez. Ahora bien, si esto 
se admite para las pruebas en general, ¿deberá negarse para aquella 
prueba especial que está contenida en las premisas de hecho de una 
sentencia? Si es lícito al juez, bajo el control vigilante de su valora- 
ción critica, formarse una convicción sobre las declaraciones de testigos 
hechas en otro proceso, jcómo podría prohibirsele tomar en conside- 
ración, como elementos de persuasión libremente valorables, los juicios 
de hecho formulados en la sentencia de otro juez, es decir, provenien- 
tes de una fuente más pura y más autorizada que cualquier deposición 
de testigos? 

A estas consideraciones, cuya fuerza no trato de ocultar se puede 
replicar ante todo con una pregunta: ¿realmente es seguro que en 
nuestro sistema probatorio, los juicios de hecho contenidos en las pre- 
misas de una sentencia, puedan considerarse en sentido técnico, como 
un medio de prueba? ¿En  cuál de los distintos tipos de pruebas cono- 
cidos por nuestro derecho podrían hacerse caber las premisas de hecho 
de una sentencia? Y si por ventura debiera concluirse que no pueden 
clasificarse dentro de ninguno de los tipos conocidos, 2 se podría, em- 
pero, continuar admitiendo que pueden ser utilizadas como elemento 
de convicción del juez en un proceso diverso de aquél en que la sen- 
tencia que las contiene ha sido dictada? 

La práctica alemana que es constante en el sentido de que una 
sentencia civil o penal dictada en un proceso diverso, puede ser uti- 
lizada siempre por el juez como elemento de convicción sobre hechos 
enunciados en la misma, hace encajar esta eficacia probatoria de la 
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sentencia en la figura de la prueba documental ( U r k d r n b m e i s ) ;  l6 
y también nuestra jurisprudencia, sigue el mismo criterio en la senten- 
cia antes citada. 

Pero me parece que en esta forma el verdadero problema de la 
eficacia probatoria de la sentencia, se ha desplazado, no resuelto. La 
sentencia, en cuanto documento, representa la resolución como acto pro- 
cesal que tiene la forma y contenido que resulta de la escritura; y 
porque entre las distintas partes de que se compone la resolución está 
también la motivación de hecho, la sentencia, en cuanto documento, 
puede considerarse como prueba de la motivación, como representación 
de los juicios de hecho ,que el juez ha formulado al elaborar las pre- 
misas de su silogismo. Pero la eficacia probatoria de la sentencia se 
se detiene aquí ; documenta la existencia de estos juicios de hecho, pero 
no documenta su exactitud y su atendibilidad intrínsecas. LA eficacia 
documental de la sentencia se limita a lo externo de estos juicios de 
hecho, como la eficacia documental del instrumento público no penetra 
en la substancia de las llamadas enztnciaciones; en la misma forma que 
para las enunciaciones se enseña exactamente que "el documento pú- 
blico no tiene más eficacia que la de probar que fuerop emitidas por 
las partes, salvo la cuestión de si tal eficacia deba reconocerse a las 
declaraciones de las partes para probar los hechos enunciados; l8 asi 
para los juicios de hecho contenidos en la motivación dd una decisión, 
la eficacia documental de la sentencia se limita a probar que fueron 
emitidos por el juez, salvo la cuestión de su atendibilidad intrínseca, es 
decir, de su exactitud y veracidad. 

El problema de la eficacia probatoria intrínseca de estos juicios .no 
se resuelve, pues, con los principios de la prueba documental, que 
no nos explican en virtud de qué reglas del derecho probatorio, estos 
juicios de hecho (de cuya existencia, hace prueba plena la sentencia 
como instrumento público), pueden ser considerados como elementos 
idóneos para formar la convicción de otro juez* en un proceso distinto. 

ExcIuído que la sentencia pueda considerarse como prueba do- 
cumental de los hechos sobre los cuales el juez ha expresado su juicio 
en la motivación (la sentencia, como se ha visto, documenta la existencia 
de los juicios de hecho, pero no la existencia de los hechos a que se re- 
fieren- tales juicios), la atendibilidad intrínseca, la fuerza de convicción 

16 Cfr. STEIN-JONAS, Q 286, III, 4, a; 111, 5. 
16 CARNELUTTI, BSstsmr, 1, p. 798. 
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de  estos juicios no podría, si no me equivoco, medirse con los crite- 
rios de la testimonial o pericial. El juez, que en las premisas de su sen- 
tencia da razón de las conclusiones intermedias a las que ha llegado en 
la valoración de los hechos particulares controvertidos, no realiza una 
función ni de testigo ni de perito ; esencialmente realiza función de juez; 
y las mismas argumentaciones que ha inserto en su sentencia como 
preámbulo y como justificación de su acto de autoridad, no me parece 
que puedan, sin menoscabo, ser valoradas en un proceso distinto de la 
misma manera que la deposición de un testigo, o el dictamen de un 
perito. 

Antes bien, si se admite (pero in i w e  condito creo que es necesario 
tener mucho cuidado), que el principio de la libre valoración deje a 
la prudencia del juez donde la ley no lo prohiba expresamente, la facul- 
tad de utilizar como elementos de convicción todas las fuentes de infor- 
mación que no puedan encajar en los tipos de prueba previstos por la 
ley (las llamadas pruebas innouniwadas),17 la eficacia probatoria de los 
juicios de hecho contenidos en las premisas de una sentencia, podría 
hacerse caber en la cómoda fórmula del artículo 1354 del Código Civil, 
a la cual recurre gustosa la jurisprudencia cuantas veces se trata de 
introducir discretamente en el proceso, nuevos instrumentos de investi- 
gación que sirven para atenuar cada vez más la rigidez originaria de 
nuestro sistema probatorio. Fundada así, en el artículo 1354 la eficacia 
probatoria de la sentencia, se basaría en el conocido esquema lógico del 
razonamiento presuntivo : del hecho conocido, consistente en la exis- 
tencia de una sentencia que en la motivación, afirma como verdaderos 
ciertos hechos, el juez de un proceso distinto estaría autorizado para 
considerar que estos hechos son verdaderos en realidad (hecho desco- 
nocido), en obsequio a la máxima de experiencia, según la cual es pro- 
bable que los juicios de hecho contenidos en una sentencia pasada en 
autoridad de cosa juzgada, correspondan a la verdad. 

11. c )  Pero llegados a este punto, creo que sea indispensable tratar 
de penetrar más a fondo la razón psicológica de esta presunción. Puede 
ocurrir que el juez que obtiene de la sentencia anterior una presunción 
de verdad, se haya convencido no tanto por la opinión personal en la 
misma enunciada, cuanto por las referencias a los resultados de la ins- 
trucción sobre los cuales tal opinión se ha basado expresamente; en tal 

17  Cfr. CARNELUTTI, Sistema, 1, ntím. 306. 
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caso, la sentencia dictada en el proceso anterior no es más que un ins- 
trumento expedito ofrecido al nuevo juez para conocer en sus elementos 
esenciales y para revalorar ex novo las pruebas sobre las cuales se ha 
basado la sentencia anterior ; y el problema de la eficacia probatoria de 
la sentencia, encaja así en el otro problema (a que ya se ha aludido 
anteriormente, núm. 10) de la utilizabilidad, en un proceso, de las pruebas 
reunidas en proceso distinto.18 

Pero si el nuevo juez funda su razonamiento presuntivo únicamente 
en la opinión expre&da por el juez anterior, sin tratar de monta r se  
a la instrucción que la ha precedido y de valorar nuevamente por cuenta 
propia los materiales probatorios sobre los cuales ha razonado el juez 
anterior, me parece que este servil obsequio a la opinión ajena no puede 
considerarse como un pilar bastante sólido para fundar sobre él una 
presunción; y que toda la estimación que un juez pueda tener para el 
razonamiento del colega que le ha precedido en la valoración de los mis- 
mos hechos, no basta para exonerarlo del deber de razonar con su 
cabeza. 

Contra la humana tendencia del juez a inclinarse ante las opiniones 
ya formuladas, reacciona el artículo 361, párrafo 29 del Código de Pro- 
cedimiento Civil que al establecer la nulidad de la sentencia en la que 
el juez no haya hecho consideraciones, dispone que "se reputan omiti- 
dos los motivos cz4ando la sentencia únicamente se refiera a ios de otra 
sentencia". En esta disposición se contiene, si no me equivoco, la solu- 
ción negativa del problema que aquí se discute: el juez que, llamado a 
verificar los hechos de la causa, considerase como argumento de con- 
vicción la opinión ya manifestada sobre los mismos por un juez distinto 
en una sentencia anterior, no haría más que referirse a los motivos de 
hecho de tal sentencia con lo que incurriría en la nulidad establecida por 
el artículo 361. Para escapar a la nulidad es necesario que el segundo 
juez tome argumentos de la motivación de la sentencia anterior para 
recurrir a las pruebas sobre las que está basada ésta y para hacer por 
su cuenta una valoración directa de las mismas; pero si no hace este 
retorno directo a las fuentes, la referencia ciega a la opinión del juez 
anterior y el pasivo juramento in verba de éste, no equivalen a motivación. 

12. Para poder atribuir a los juicios de hecho contenidos en la mo- 
tivación de una sentencia, la eficacia probatoria que el ariíct$o 361 ex- 

18 Cfr. MOBELLI, trabajo cítdo, p. 199. 
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cluye. sería necesario, en consecuencia, una disposicióil expresa de ley, 
del tipo de las que se encuentran en los artículos 25 y 27, y sobre todo, 
en el 28 del vigente Código de Procedimiento Penal, sobre el cual quiero, 
brevemente, concentrar estas observaciones. 

Aunque la intitulación de los artículos 27 y 28 habla de "autoridad 
de la cosa juzgada penal", me parece que no todas las disposiciones 
contenidas en estos artículos pueden considerarse como relativas a los 
efectos de la cosa juzgada; si la decisión que concierne al punto de la 
"ilicitud" o al de la "responsabilidad del condenado" (artículo 27) 
puede sin dificultad incluirse en el proceso civil bajo el aspecto de la 
cosa juzgada formada sobre una cuestión prejudicial a la acción de da- 
ííos; la eficacia vinculante que en el juicio civil se atribuye por el ar- 
ticulo 27 a la resolución penal "sobre la subsistencia del hecho" y por 
el artículo 28 a la "coinprobaciótl de los lzecl~os materialrs que fueron 
objeto del juicio penal", parecen referirse, más que a la noción de la 
cosa juzgada, a la de la prueba 1egal.l" 

La  tesis según la cual, en el artículo 28 del Código cle Procedi- 
miento Penal, debería verse más que un fenómeno de cosa juzgada, un 
fenóineno de prueba, fué sostenida en una bella disertación de doctora- 
do, discutida recientemente en la Universidad de Florencia ; 'O sería este 
artículo 28 uno de los pocos casos (cfr. también los artículos 122 y 193, 
párrafo l? del Código Civil), en que la sentencia funcionaría verda- 
deraiiiente como medio de prueba legd de los hechos particulares 
"materiales" enunciados en su n~otivación ; y esta regla excepcional que- 
daría reservada para la sentencia penal, precisamente porque en el pro- 
ceso penal, dominado por el principio inquisitivo, la coinprolsación de 
los hechos se realiza con todas las garantías de investigación profunda 
de que carece el proceso de tipo dispositivo y que permiten considerar 
los juicios históricos formulados por jueces penales, como mucho mis 
atenclibles y definitivos que los formulados en las sentencias civiles, 

Xo puedo, naturalmente, adentrarme en la crítica de esta tesis, in- 
cluso porque no 11c perclido todavía la esperanza de ver publicado el 

19 Tamhi6ii ALLORIO, OP. cit., p. 77, advierte que en el artículo 28 "son 
menos claros que de costumbre los limites entre autoridad de la cosa' juzgada 
y eficacia probatoria dc la sentencia", 

20 < A S  VARADT, Regiudicata penale e azione civile, Florencia, 1935 
(iiiddito). 
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trabajo en que se sostuvo. Me limito a recordar que en la viva discu- 
sión a que dió lugar, se manifestaron otras dos opiniones respecto al 
articulo 28. Hubo quien sostuviera que en el articulo se habla de auto- 
ridad de la cosa juzgada en sentido propio, porque también la existen- 
cia de hechos materiales puede ser objeto de una verdadera y propia 
decisión, destinada a funcionar después en el proceso civil como sen- 
tencia prejudi~ial?~ lo que no es un fenómeno aislado; porque también 
en el campo del proceso civil, normas expresas de ley admiten en mu- 
chos casos la posibilidad de cuestiones prejudiciales "sobre hechos jurí- 
dicos que no podrían constituir por sí mismos objeto principal de un 
juicio 

Pero hubo también quien sostuviera que en el artículo 28, en vez 
de un caso de prueba legal, o de un caso de cosa juzgada sobre un 
punto prejudicial, debería verse un fenómeno de prcclu~sión, por cuanto 
que la comprobación de los hechos materiales - q u e  necesariamente 
realiza el juez penal para construir las premisas históricas de su sen- " 

tencia-, debería ser necesariamente utilizada por el juez civil, quien, 
cuantas veces le parezcan relevantes para los efectos civiles, los mismos 
hechos que ya fueron comprobados por el juez penal, estaría impedido de 
perder tiempo y energías en reiterar sobre los mismos hechos la misma 
investigación que el juez penal ha realizado bien, de una vez por todas, 
antes que él. En esta prohibición hecha al juez civil de renovar con 
inútil duplicación de trabajo, la investigación de la instrucción ya rea- 
lizada también por el juez penal, debería verse, en consecuencia, un 
nuevo ejemplo de la división del trabajo lógico entre jueces diversos 
necesario para construir la sentencia que da lugar a la conocida figura 
de la sentencia subjetivamente compleja, en la que se integran unita- 
riamente las aportaciones parciales elaboradas en compartimentos suce- 
sivos, vasos comunicantes de órganos diversos, obligados recíprocamen- 
te a aceptar sin discusión los resultados del trabajo consumado en la 
fase precedente (así, la Corte de Casación no puede volver a discutir 

81 Esta es, si no me equivoco, la opinidn que mejor corresponde al pensa- 
miento de CABNELUTTI, quien en su Teoria del F* p. 102, enseña que el 
principio contenido en el artículo 28 "se formula correctamente diciendo que 
ia comprobaoidn de un hecho jurídico establecido en materia penal, vale frente 
S todas laa relaciones respecto de las cualeu pueda tener relevancia el hechow. 

22 CHIOVENDA, Istitdoni, 1, p. 353. 
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los hechos que han sido comprobados por el juez del conocimiento; m 
ni el juez de segundo reenvío puede discutir la opinión manifestada 
"sobre el punto de derechoJ' por las Secciones unidas; etc.) Pero este 
es un argumento que amrritaría una profunda investigación que no 
es posible aquí; si se interpretara el articulo 28 bajo el aspecto de la 
predusión, podría parecer que se tuviera -contrariamente a lo que se 
enseña ser un carácter constante de esta situación procesal 24-, un caso 
de preclusión destinada a operar fuera del proceso en que se produce 
(la comprobación de los hechos realizada en el proceso penal valdría 
conio preclusión en la fase decisoria del proceso civil), lo que podría 
inducir a volver a meditar el problema de la preclusión. y a investigar 
si 10s casos de preclusión que operan en un proceso diverso, no son, por 
ventura, más frecuentes de lo que hasta ahora se ha enseñado (ejem- 
plo, artículos 341 y 547, primer párrafo, del Código de Procedimiento 
Civil, etc. . 

Tampoco podría descuidarse, para comprender plenamente el al- 
cance jurídico exacto del artículo 28, la limitación especial contenida en 
el último inciso del articulo, la que dejando fuera de la eficacia de la 
declaración penal los casos en que "la ley civil establezca limitaciones 
3 la prueba del derecho controvertido", parece querer consagrar la na- 
turaleza meramente probatoria de esta declaración, que estando des- 
tinada a venir a menos frente a otros medios de prueba prevalentes en 
materia civil, encontraría así su sistematización y sus límites en la gra- 
duación de las pruebas legales. 

13. Puede concluirse, pues, que salvo unas cuantas disposiciones 
excepcionales en que puede sostenerse que la ley misma ha querido atri- 
buir a la sentencia penal el carácter de una prueba de los hechos de- 
clarados en sus premisas, tal eficacia probatoria debe ser negada en 
general, para la sentencia civil; no sólo en el sentido de que no puede 
reconocérsele nunca el carácter de una prueba legal de los hechos enun- 
ciados en sus premisas, sino además en el sentido de que no puede ver- 
se en ella ni siquiera un elemento idóneo para formar en un proceso 

23 La fórmula del artículo 28 del Cádigo de Procedimieato Penal, puede 
compararse útilmente con la del § 561, primer párrafo del CPO alemlin, segb. 
el enal "Si el  juez de apelación ha declarado que una afirmación do hecho es 
cierta a falsa, so ist diese Feststeiinng fit da8 Revfssionsgericht bindend . . ." 

24 CHIOVENDA, Istituzioni, 1, p. 117. 
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distinto, la libre convicción del juez, y para que tenga lugar respecto 
de ella la directa valoración de las pruebas, que es lo Único que puede 
constituir una motivación suficiente de la nueva sentencia. 

Por tanto, puede augurarse que la jurisprudencia se decidirá a 
reexaminar el problema, ya que la amplitud con que ha concebido hasta 
ahora esta pretendida eficacia probatoria de las sentencias, arriesga 
alentar en los jueces la pereza mental que tiende a apoyarse en las opi- 
niones ajenas, y a anular en la practica el fecundo estímulo del sentido 
de responsabilidad, que es para el magistrado el deber de la motivación. 

Probablemente esta amplitud de la jurisprudencia tenga su origen 
primario en una cierta confusión de ideas, que todavía no desaparece del 
todo en la práctica, en torno a los principios fundamentales de la cosa 
juzgada, cuyos límites no pueden aparecer muy claros, mientras rija un 
Código que, según la tradición, continúa regulando la autoridad de la 
cosa juzgada, bajo el titulo "de la prueba de las obligaciones" y consi- 
derándola como una presunción legal. Pero todo el esfuerzo de la doc- 
trina en el último treintenio -y especialmente en este campo, la obra 
magistral de GIUSEPPE CHIOVENDA-, se halla dirigido a purificar la teo- 
ría de la cosa juzgada de todas las contaminaciones de carácter probato- 
rio y a poner de relieve que el juez está llamado a dictar en nombre del 
Estado, mandatos irrevocables, no a formular en nombre de éste juicios 
históricos que tengan el sello de la infalibilidad oficial.25 La historia, 
como escribe recientemente CROCE: 36 ". . . no basta para engendrar el 
juicio del magistrado. . . Lo peculiar de la sentencia del juez radica en 
la llamada "subsunción" por la que se hace encajar el hecho que se 
tiene a la vista, históricamente reconstruido, en una norma de ley, "sub- 
sunción", que no es un acto teórico sino práctico, un acto volitivo, un 
impcriunz que individualiza, es decir, "crea la ley y dicta un mandato". 

Tengo la impresión de que la jurisprudencia antes criticada, no 
hacía claramente esta distinción entre historia y mandato, que es el 
fundamento de la moderna teoría de la cosa juzgada, y que en ella con- 
tinúa resonando inconscientemente la vieja concepción, condenada hace 
tiempo por la doctrina, de la cosa juzgada como presunción de verdad 
que "facit de albo nigrutn et dc quadrato rotztrzdzt~n". 

25 Cfr. Istituzioni, 1, pp. 33 y 334. 
26 En Critica, XXXV, fase. V (20 de septiembre de 1937), p. 376. 
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